
 

 

 

 

H-industri@ 
Revista de historia de la industria, 

 los servicios y las empresas en América Latina 
 

Año 6- Nro. 11, segundo semestre de 2012 

 

La resistencia obrera en el largo plazo:  
racionalización industrial y luchas obreras  

en una coyuntura crítica (1954-1956).  
El caso metalúrgico 

 

Nicolás Ferraro (UBA) 
npferraro@gmail.com 

 Marcos Schiavi (UBA) 
schiavimarcos@gmail.com 

 

Resumen 
A mediados de los años cincuenta el punto de discusión central en las relaciones capital-trabajo era el nivel de 
productividad. Esta cuestión había acompañado al gobierno peronista desde sus mismos inicios pero fue recién 
luego de la crisis de comienzos de década que se convirtió en el eje de la discusión económica Luego del derro-
camiento de Juan Domingo Perón en septiembre de 1955, el gobierno de la “Revolución Libertadora” se propu-
so como meta llevar a cabo lo que el peronismo no había podido realizar: restablecer el orden en las fábricas, 
concretar ese triunfo político que sentara desde la base de la estructura industrial las condiciones necesarias para 
dar nuevo impulso al proceso de acumulación.  
Este texto busca profundizar en el estudio de la racionalización industrial y luchas obreras en esta coyuntura crí-
tica (1954-1956). Para esto consideramos fundamental el caso metalúrgico, tanto por lo que representa la rama al 
interior de la industria argentina de posguerra como por los niveles de organización y conflicto obrero. En este 
trabajo nos proponemos realizar una doble operación. Por un lado, aportar a los relatos existentes sobre la huel-
ga metalúrgica de 1956 nueva información a partir del uso de fuentes no utilizadas por sus autores. Por otro, 
comparar los hechos de 1956 con los de 1954 y así realizar una exploración que llame la atención sobre las seme-
janzas de los planteos y resultados en contextos indudablemente diferentes. 
Palabras claves: PRODUCTIVIDAD - TRABAJADORES - METALURGIA 
 

Abstract 
In the mid 1950s the central discussion point in the capital-labor relations was the level of productivity. This 
problem had accompanied the Peronist government from the very beginning but it was only after the crisis of 
the early fifties that became the axis of economic discussion. Following the overthrow of Juan Domingo Peron 
in September 1955, the government of the "Revolution liberating "set the goal to perform what Peronism had 
failed to do: restore order in the factories, restore the conditions necessary to reinvigorate the process of accu-
mulation. 
This paper seeks to deepen the study of industrial rationalization and labor struggles at this critical juncture 
(1954-1956). For this study we consider fundamental the metallurgical case. In this paper we propose to perform 
a double operation. On the one hand, contribute to existing stories about the 1956 metalworking strike with new 
information, from the employ of sources not used by the authors. Furthermore, compare the events of 1956 to 
1954 and call attention to the similarities of the proposals and results in undoubtedly different contexts. 
Keywords: PRODUCTIVITY - WORKERS - METALLURGY 
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Introducción 

 

A mediados de los años cincuenta el punto de discusión central en las relaciones capital-trabajo era el 

nivel de productividad. Esta cuestión había acompañado al gobierno peronista desde sus mismos ini-

cios pero fue recién luego de la crisis de comienzos de década que se convirtió en el eje de la discusión 

económica. Sin embargo, lo que podía parecer un eje fundamental de la estrategia económica del capi-

tal, se reveló pronto como una ofensiva política destinada a recuperar el poder perdido en los lugares de 

trabajo, de restablecer la disciplina y la jerarquía pretéritas, para así incrementar el rendimiento obrero. 

La voluntad del empresariado se vio acompañada, en los últimos años del peronismo, por una fuerte 

campaña gubernamental. Su hito mayor fue el Congreso de la Productividad realizado en marzo de 

1955. Sin embargo, esta propuesta oficial no tuvo el éxito pretendido y esto se debió a la resistencia que 

los propios obreros peronistas presentaron y cuyo mayor símbolo fue la huelga metalúrgica de junio de 

1954. 

Luego del derrocamiento de Juan Domingo Perón en septiembre de 1955, el gobierno de la “Re-

volución Libertadora” se propuso como meta llevar a cabo lo que el peronismo no había podido reali-

zar: restablecer el orden en las fábricas, concretar ese triunfo político que sentara desde la base de la 

estructura industrial las condiciones necesarias para dar nuevo impulso al proceso de acumulación. Sin 

embargo, pese al optimismo inicial, la dictadura no pudo imponer plenamente su plan de disciplina-

miento industrial. La resistencia obrera fue la principal causa de este nuevo fracaso. Una vez más, como 

dos años antes, el símbolo de esta nueva (vieja) resistencia del movimiento obrero fue una huelga meta-

lúrgica, ocurrida a fines de 1956. 

Este texto busca profundizar en el estudio de la racionalización industrial y las luchas obreras en 

esta coyuntura crítica (1954-1956). Para esto consideramos fundamental el caso metalúrgico, tanto por 

lo que representa la rama al interior de la industria argentina de posguerra como por los niveles de or-

ganización y conflicto obrero.  

En este trabajo nos proponemos realizar una doble operación. Por un lado, aportar a los relatos 

de Alejandro Schneider y Daniel James1 sobre la huelga metalúrgica de 1956 nueva información a partir 

del uso de fuentes no utilizadas por estos autores. En particular nos referimos al Laudo arbitral corres-

pondiente a las negociaciones paritarias de la rama metalúrgica. Allí observaremos las posturas de tres 

actores claves del conflicto: el Estado, el sector patronal y la representación obrera (Unión Obrera Me-

talúrgica -UOM- intervenida). Por otro, comparar los hechos de 1956 con los de 1954 y así realizar una 

exploración que llame la atención sobre las semejanzas de los planteos y resultados en contextos indu-

dablemente diferentes. 
                                                 
1 Schneider (2005) y James (1990). La reconstrucción de la huelga y de la conflictividad durante los primeros años 
de la dictadura que realizamos se basan en estas obras. 
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El debate: racionalización-productividad 

 

Creemos que existe un problema conceptual subyacente al debate historiográfico sobre la cuestión de la 

racionalización, y es su identificación con la productividad. Es indudable que ambos están vinculados 

de manera estrecha e incluso se pueden establecer algunas relaciones necesarias, como considerar a la 

racionalización de la organización de la producción, el proceso por excelencia mediante el cual puede 

alcanzarse un mayor nivel de productividad. 

De la misma manera, podemos ver en la discusión sobre la productividad el punto de partida y 

primer argumento a favor del impulso de transformaciones en el proceso productivo que se pueden 

adscribir a la categoría racionalización. Pero una relación estrecha no puede traducirse en igualación. La 

productividad es un objetivo de la racionalización, pero no es el único e incluso podría afirmarse que es 

secundario con respecto al proceso predominante que constituye. La racionalización es un proceso de 

transformación integral en la organización de la producción asociado a la voluntad de adaptación del 

capital a una nueva fase de acumulación. Se trata de un programa de cambio social con dos ejes funda-

mentales: una estrategia económica y una ofensiva política. En el primer caso nos referimos a los cam-

bios en el proceso de trabajo que permiten alterar la relación entre trabajo excedente y trabajo necesario 

en una proporción favorable a la ganancia empresaria, independientemente de la incorporación o no de 

nuevas tecnologías. La productividad aparece como una consecuencia del afán de maximización de las 

ganancias, objetivo último y prioritario. En el segundo caso nos referimos a los cambios en las condi-

ciones técnicas de la explotación que favorecen el disciplinamiento de la fuerza de trabajo a nivel de la 

planta, en otras palabras, a la resolución de la cuestión de la autoridad en la fábrica. La discusión histo-

riográfica ha permanecido encerrada en la dimensión política y social del enfrentamiento, con lentos 

avances en el conocimiento del contenido particular de los programas de racionalización.2 El mayor 

inconveniente de esta situación es la caída en la aclamación de una resistencia obrera cuyo enemigo po-

lítico y de clase es más nítido que la praxis y el programa de acción que enfrentaba. 

¿Qué significaba para las partes enfrentadas la racionalización? Fue un concepto que trabajadores 

y empresarios construyeron en el transcurso de la primera fase del proyecto de desarrollo del peronis-

mo clásico y cuyo cimiento se encuentra en la conflictividad en los lugares de trabajo. Tanto la produc-

tividad como la disciplina aparecen tempranamente entre los tópicos de discusión interna de los empre-

sarios y no tardan en convertirse en reclamos permanentes al gobierno, que se intensificaron a partir de 

la crisis económica de 1949-1952 pero son preexistentes y reflejan un proceso de formación de la con-

                                                 
2 Un claro ejemplo de esta línea interpretativa es James (1981).  
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ciencia empresaria.3 La discusión defensiva y circunscripta a la caída de la productividad y los problemas 

disciplinarios durante la fase de auge dio paso a la articulación ofensiva de un programa de transforma-

ciones basado en la restauración de la autoridad y la reorganización de los procesos de trabajo en los 

tiempos de crisis. Ante las señales de irreversible agotamiento del proyecto de desarrollo oficial, la sim-

ple corrección de las prácticas de los trabajadores se mostraba insuficiente; apremiaba la necesidad de 

articular un programa integral de cambios en la estructura y las relaciones industriales que sentara las 

condiciones para un despegue hacia una nueva etapa de acumulación. Por su parte, los trabajadores ins-

talaron el cogobierno en las fábricas, transfirieron su capital político del nivel nacional al lugar de traba-

jo cuestionando el monopolio de la autoridad del capital sin plantear su desplazamiento. La relación 

con el proceso de producción se politizó y las prácticas laborales se invistieron de la nueva autoridad. 

La reconstitución del empresariado como sujeto político portador de un programa de clase en alianza 

con el Estado llevará a la clase obrera a reformular sus pautas de construcción. La racionalización de-

viene sinónimo de restauración del despotismo fabril y su reproducción mecánica. La lectura del con-

flicto abierto en los últimos años del peronismo clásico por parte de la clase obrera realiza una reduc-

ción de la racionalización a la cuestión de la autoridad y del conflicto político al lugar de trabajo, de ma-

nera tal que no surgió ningún proyecto alternativo al del capital y predominó la reivindicación del cogo-

bierno fabril. Prevaleció la resistencia de base a todo cambio que implicara el restablecimiento del pro-

ceso productivo como reproducción mecánica funcional al despotismo. Una vez derrocado el peronis-

mo y cristalizada y recrudecida la alianza del empresariado con el Estado, esa resistencia de base se con-

virtió en la piedra fundamental de la construcción de un poder obrero forzosamente autónomo.  

 

 

La huelga metalúrgica de 1954 y la posición patronal 

 

La huelga metalúrgica de 19544 se realizó en demanda de aumentos salariales y en defensa de las condi-

ciones de trabajo vigentes. A partir de la posición patronal y gubernamental de atar uno a otro (imple-

mentación de salarios por rendimiento) era imposible que las demandas obreras no incluyeran la defen-

sa de las condiciones de trabajo. La ofensiva patronal, avalada por el gobierno, se concentraba en el 

proceso de trabajo como proceso social de producción antes que como proceso técnico de maximiza-

ción de las ganancias; es por eso que consideramos que el carácter de la huelga fue tanto económico 

como político ya que en este caso es imposible separar un factor de otro debido a que la imposición de 

las reivindicaciones de naturaleza económica necesariamente ponía en jaque la política de conciliación 

del gobierno. El resultado de la huelga no fue negativo para los trabajadores. Aunque el aumento con-
                                                 
3 Véase Schiavi (2011). 
4 Véase Schiavi (2008).  
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seguido alcanzó sólo el 50% de lo solicitado debemos considerar que se impidió que la patronal impu-

siera en el convenio cláusulas que posibilitaran el incremento de la productividad en los lugares de tra-

bajo. La presión de las bases obreras organizadas en comisiones internas y cuerpos de delegados fue la 

que motorizó la lucha. En este contexto la dirigencia de la UOM, a partir de la presión de los trabajado-

res, acompañó el proceso brindando un apoyo relativo. El papel de los militantes comunistas fue im-

portante durante el conflicto aunque no llegaron a liderarlo. La huelga fue realizada por trabajadores 

mayoritariamente identificados con el peronismo.  

Ante el petitorio presentado por la UOM para renovar el convenio en 1954 la posición patronal 

había sido contundente: no habría aumentos salariales sin una mayor productividad. Ni siquiera el tras-

lado de los costos a los precios resultaba tentador debido a la caída de la demanda. Por eso respondie-

ron al incremento salarial solicitado por el sindicato con un programa de tres puntos: reglamentación de 

comisiones internas, mayor control del ausentismo y modificación del artículo 36 del convenio (con el 

fin de poder sancionar a los delegados del personal). La posición era clara y mantenía los lineamientos 

precedentes:  

“… la aprobación de las reglamentaciones mencionadas, algunas de las cuales se vienen recla-
mando desde hace varios años, ayudarían a restablecer la autoridad patronal en aspectos que lo son pri-
vativos, por cuanto hacen a la organización del trabajo, y mejorarían la disciplina, aumentando el ren-
dimiento de la mano de obra por recuperación de horas improductivas perdidas. Una vez aprobadas 
dichas reglamentaciones, tarea que podría finiquitarse en pocos días, se pasaría a considerar el reajuste 
de las retribuciones, las que podrían aumentarse, sin incidir en los precios, en la medida que lo permitie-
ra aquella recuperación.”5 

 
La argumentación patronal se basaba en un diagnóstico negativo de la actividad metalúrgica. La 

caída sostenida de la demanda durante 1952 y 1953 había llevado a un recrudecimiento de la competen-

cia, lo que había acarreado caída de precios y de rentabilidad. Por eso cuando se presentaron ante el 

Ministerio de Trabajo a comienzos de abril plantearon la imposibilidad de acordar aumentos sin un co-

rrelativo incremento de la productividad por hombre-hora y la necesidad de que las empresas obtuvie-

ran utilidades razonables. Debido a la naturaleza del aumento salarial propuesto por la patronal (atado a 

la productividad), se desprende que no estaban dispuestos a aceptar ninguna retroactividad. 

Ahora bien, ¿en qué consistía el petitorio de los trabajadores? Básicamente incremento salarial y 

de los beneficios sociales: Peón, 5,70 pesos; Operario, 5,90 pesos; Operario Calificado, 6,30 pesos; Me-

dio Oficial, 6,30 pesos; Operario Especializado, 6,50 pesos; Oficial, 7,50 pesos. El sueldo de los em-

pleados a 1.140 pesos. Aumentos de hasta un 100% en asignaciones familiares, del adicional por anti-

güedad (de 0,02 a 0,05 pesos), desaparición de las quitas zonales y equiparación de la mujer con el 

hombre frente al salario. 

                                                 
5 Metalurgia, abril de 1954, p. 3. (Órgano oficial de la Cámara Argentina de la Industria Metalúrgica)  
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Las negociaciones oficiales se iniciaron el 8 de abril. La Federación Argentina de la Industria Me-

talúrgica (FAIM) fue la entidad que representó a la patronal en la negociación. A las propuestas ya men-

cionadas, en esa primera reunión presentaron una nota en la que sumaban la adopción de las medidas 

necesarias para garantizar que la supervisión en las fábricas pudiera cumplir sus tareas específicas sin 

interferencias ajenas a la dirección. El problema central de las negociaciones sería que la UOM no estaba 

dispuesta a discutir estas propuestas si no se trataba antes la cuestión salarial. Un día después de presen-

tada la nota, los representantes patronales denunciaban que en algunos establecimientos se trabajaba a 

desgano. La UOM negó haber dado tal directiva ni tener conocimiento de la misma. 

Luego de diez días de negociación la misma seguía empantanada. El 19 de abril, al negarse una 

vez más la UOM a tratar los pedidos patronales sin antes acordar los incrementos salariales, los indus-

triales plantearon en la reunión:  

“La Federación Argentina de la Industria Metalúrgica lamenta que su pedido, limitado, por cierto, 
no sea considerado por la representación sindical y que, en cambio, se insista en solicitar la llamada ‘tar-
jeta de producción’, que ya fue rechazada en anteriores petitorios por significar una injerencia en facul-
tades privativas de la industria. La representación obrera, al fundar esta noche su pedido de ‘tarjeta de 
producción’, ha manifestado que quiere compartir el control total de la producción, de su distribución, 
de los créditos y ganancias de las empresas, así como del abastecimiento de la materia prima, es decir, 
que ha dado razón una vez más a la absoluta negativa patronal de aceptar tal medida.”6  

 
Los miembros de la UOM presentes afirmaron, en respuesta a esto, que el sindicato propiciaba es-

te tipo de medidas pues consideraba que constituían el medio más eficaz para una producción mayor y 

mejor. En lo que respecta a las comisiones internas negaron que incidieran negativamente en el orde-

namiento de las fábricas. 

En medio del estancamiento de las negociaciones, la patronal fue comunicada telegráficamente de 

la declaración de huelga que se hizo efectiva el 4 de mayo con una hora de paro progresivo. En respues-

ta a esto una asamblea de mil asociados ratificó el 7 de mayo la posición adoptada por los industriales. 

Las asambleas patronales continuaron a lo largo de esos días. El 11 se reanudaron las negociaciones con 

la condición del levantamiento de la huelga. Sin embargo, un día después la FAIM le dirigía una nueva 

nota al Ministro de Trabajo denunciando que la huelga y el trabajo a desgano continuaban en forma casi 

general. Pedían, a su vez, la declaración de ilegalidad. 

Para entonces la postura patronal ya no era tan rígida como al inicio. Para mediados de mayo pre-

sentaron un ofrecimiento de una aumento global del 10%, propuesta que fue rechazada. En medio de 

esto, la situación en los establecimientos mantenía la tensión e incluso se incrementaba. La FAIM de-

nunció que persistían el trabajo a desgano, paros y desórdenes en muchos establecimientos. Finalmente, 

el 21 de mayo a las 12 horas comenzó la huelga decretada por la UOM a nivel nacional. 

                                                 
6Ibíd., p. 16  
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Un día antes la Confederación General Económica (CGE) había hecho saber a la FAIM que las ba-

ses concertadas con la Confederación General del Trabajo (CGT) habían sido superadas por las circuns-

tancias y que los niveles de precios y salarios iban a ser modificados para arriba. Ese mismo día el mi-

nistro de Trabajo les había manifestado a los industriales metalúrgicos que una solución posible sería 

una escala salarial de entre 4,80 y 6,05 pesos y que el reglamento de las comisiones internas “no sería de 

ninguna manera considerado, pues la UOM no deseaba ser la punta de lanza que rompiera la práctica 

sindical seguida hasta ahora.”7 Esta propuesta, a su vez, fue rechazada por los industriales los que veían 

complicarse más y más su posición. 

Una semana después, en medio de la huelga, la FAIM presentó un memorando dirigido únicamen-

te a funcionarios estatales. En él se expuso la situación de la industria y las condiciones mínimas para 

posibilitar aumentos de salarios. La consabida productividad obrera era uno de las condiciones princi-

pales:  

“El carácter de este Memorándum nos permite expresarnos respecto a este tema con franqueza: el 
rendimiento de nuestros obreros es menos que mediocre. El trabajo en los talleres está frenado por los 
propios delegados obreros, que resisten las medidas para aumentar la productividad y crean permanen-
temente, por el contrario, problemas que entorpecen su desarrollo.”8 

 
Sin embargo, a los puntos ya mencionados con anterioridad para restablecer el poder perdido en 

la planta, los industriales aquí sumaron medidas de otra naturaleza como condiciones necesarias para la 

modificación de los salarios: facilidades crediticias, facilidades para la obtención de materias primas, 

desgravación impositiva y traslación de aumentos a los precios de venta. La ofensiva patronal por el 

disciplinamiento y la imposición de una relación productividad-salario rígida comenzaba a virar hacia la 

concertación con un gobierno favorable a la reproducción de la alianza de clases en la que basaba su 

proyecto.  

Finalmente el 31 de mayo se llegó a un acuerdo. La FAIM había sido citada a una entrevista con 

ministros en la que estos ofrecieron autorizar la incidencia de los aumentos en los precios (el total de la 

incidencia), facilitar el otorgamiento de permisos de cambio para importar materias primas, ampliar la 

calificación bancaria de las industrias metalúrgicas y dar mayores facilidades de pago para las deudas 

impositivas. La cuestión de los salarios debía ser negociada específicamente con el ministro de Trabajo. 

Los aumentos acordados por textiles, caucho, papel, comercio entre otros había cambiado la situación 

lo que debilitaba aun más la inicial posición intransigente de la patronal. Ese mismo día, luego de una 

maratónica reunión, se firmó el convenio. En él se reconoció la retroactividad de los meses de marzo, 

abril y mayo demostrando cuánto habían cedido los industriales. El cuadro siguiente da cuenta de los 

                                                 
7Metalurgia, mayo-junio de 1954, p. 10. 
8 Ibíd., p. 11. 
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aumentos acordados y los compara con los salarios precedentes y con lo propiciado en el petitorio de la 

UOM: 

 

Cuadro 1: Salario por hora (en pesos) 

 

 Anteriores Propiciados por UOM Acordados 

Peón 3,80 5,70 4,75 
Operario 3,95 5,90 4,90 

Medio Oficial 4,30 6,30 5,15 
Operario Especializado 4,50 6,50 5,30 

Oficial 5,20 7,50 6,00 
Fuente: Elaboración propia en base a Metalurgia. 

 

Para los empleados el aumento fue de 160 pesos. En lo que respecta a la propuesta original del 

sindicato los porcentajes acordados no fueron satisfactorios. El petitorio contemplaba aumentos que 

iban del 50% al 45%; lo acordado no superó el 25%.  

Lo que sin duda resultó una victoria fue la no discusión de la reglamentación de las comisiones 

internas y su postergación a una hipotética futura oportunidad. Ya el mismo 31 de mayo la FAIM dejaba 

entrever, en una nota dirigida al ministro Giavarini, sus resquemores:  

“Señor Ministro: Con motivo de la negociación del anterior convenio colectivo de salarios se pac-
tó con la parte obrera la obligación de sancionar un reglamento de actuación de las comisiones internas. 
[…] No obstante [una] formula expresa, no fue posible llegar a la sanción de un instrumento que es 
elemental para el buen ordenamiento de las relaciones internas del personal con su empleador. Ese mo-
tivo nos llevó a la necesidad de plantear como cuestión previa a la discusión del nuevo petitorio la san-
ción del mencionado reglamento. Dando muestras del más amplio espíritu de conciliación y mucho an-
tes de la iniciación de la huelga, la Federación Argentina de la Industria Metalúrgica declinó esa posición 
y se avino a discutir primero los salarios. Pero ello no significa que insista en su sanción a la mayor bre-
vedad, por cuyo motivo solicita de V.E. la adopción de las medidas conducentes a su sanción inmedia-
ta, justamente con el reglamento de inasistencias y del artículo 36 del convenio.”9  

 
El ministro contestó esta nota afirmando que había dado las instrucciones del caso para que se 

lleve a la práctica lo que solicitaba la FAIM. Nada de eso ocurrió finalmente. 

La huelga declarada por la UOM se había cerrado con un saldo dispar. Los aumentos deseados no 

se habían conseguido pero se había defendido el poder en los lugares de trabajo. El empresariado tam-

poco había alcanzado a concretar los objetivos básicos de su programa, pero logró arrancar al gobierno 

algunas compensaciones económicas.  

 

 

 

 

                                                 
9Ibíd., p. 7. 
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El movimiento obrero y la dictadura de 1955 

 

La autoproclamada Revolución Libertadora de septiembre de 1955 tuvo como uno de sus objetivos 

centrales reconfigurar el régimen político y social de manera tal que se redujera a su mínima expresión 

la dependencia del apoyo del movimiento obrero. Sin embargo, durante las pocas semanas del gobierno 

del general Eduardo Lonardi las medidas adoptadas en pos de alcanzar ese objetivo no fueron lo sufi-

cientemente eficientes y contundentes. Por lo menos, esa fue la opinión de la línea más dura del movi-

miento triunfante, encarnada por el general Aramburu y el Almirante Rojas, que no tardaron en despla-

zar al otrora cabecilla del golpe para dotar al nuevo proceso político del signo de la revancha de clase 

que exigían sus bases sociales.  

Juan Carlos Torre10 afirma que si hubo un ideal general post 1955 que unificó a las fuerzas sociales 

constitutivas del antiperonismo fue revertir la distribución del ingreso, acrecentar la disponibilidad de la 

fuerza de trabajo para ponerla al servicio de la racionalización de la producción y, sobre todo, como ya 

adelantamos, crear un orden político menos dependiente del sostén activo de la clase obrera. En este 

sentido, el gobierno de Aramburu buscó generar una modificación del modelo de acumulación de capi-

tal para lo cual debía llevar a cabo tanto la anulación de las conquistas sociales y económicas obtenidas 

por el movimiento obrero, como la erradicación del peronismo como fenómeno político y simbólico. 

La política del gobierno se basaba en una concepción del peronismo como “una aberración que debía 

ser borrada de la sociedad argentina”. La avanzada involucró desde la represión más llana hasta el cam-

bio de las formas institucionales, lo que implicaba la modificación de ciertas normativas laborales. Una 

de las primeras medidas fue la intervención militar de la central obrera a cuyo frente se nombró al capi-

tán de navío Alberto Patrón Laplacette. También se intervinieron muchos sindicatos adheridos a ella, 

incluyendo a la Unión Obrera Metalúrgica. Se dispuso además la prohibición de ocupar cargos gremia-

les a quienes habían actuado en puestos jerárquicos en la CGT, dirigentes de segunda línea y miembros 

directivos de seccionales desde 1952. En lo legal, mediante distintos decretos se ordenó suspender la 

reglamentación laboral vigente quebrando el principio de sindicato único. Sin embargo, más allá del 

ataque a los sindicatos, el objetivo central era destruir los organismos de base fabril, esto es, emprender 

una acción política molecular que permitiera finalmente cambiar la relación de fuerzas que imperaba en 

las fábricas y revisar los convenios colectivos vigentes buscando quitar las cláusulas que atentaban co-

ntra un incremento de la productividad y una revitalización de la tasa de ganancia.  

La resistencia obrera a los cambios que suponía la política de Aramburu se manifestó en un co-

mienzo en una rebelión contra los efectos concretos del disciplinamiento que se buscaba imponer, ex-

presada en la negativa a colaborar con la implantación de las medidas de racionalización. Esto supuso 
                                                 
10 Torre (1983). 
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un desafío a la autoridad patronal en el proceso de producción e implicó que los planes de racionaliza-

ción no fueran implementados con total profundidad. Ante la intervención oficial de las estructuras 

centralizadoras, la organización de la resistencia obrera fue espontánea y localizada. No tuvo coordina-

ción a nivel nacional ni incluso local. Se llevó a cabo a través de organizaciones semiclandestinas que 

generalmente actuaban en plantas con baja relación entre sí. Pese a esto y en virtud de la movilización, 

el gobierno y los interventores terminaron reconociendo de hecho las organizaciones de base, que se 

convirtieron en el punto de partida de la reconstrucción del movimiento obrero peronista y de la recu-

peración de sus órganos directivos. El fracaso de la política de disciplinamiento obrero y erradicación 

del peronismo se evidenció en la conformación de las comisiones que negociaron salarios en 1956, 

donde la amplia mayoría de los cuerpos de delegados estuvo compuesta por peronistas. A su vez, estas 

discusiones salariales llevaron a que se produjeran numerosas medidas de fuerza, las cuales quebraron el 

tope de haberes sugeridos y contribuyeron a la reorganización sindical. De este proceso emergió una 

nueva camada de activistas sindicales con una postura más intransigente y combativa (acompañados por 

ciertos dirigentes que venían del periodo anterior: Andrés Framini, Augusto Vandor, Amado Olmos, 

Paulino Niembro, José Alonso, Eleuterio Cardozo). Los nuevos liderazgos fueron forjados en la lucha 

de base de carácter democrático y espontáneo, y llevaron estas nuevas prácticas a sus gremios, lo que 

propició una mayor democratización y participación, a la vez que mayor identificación entre bases y 

dirigencia. Este rasgo se vio favorecido también por la voluntad potenciada de las bases. El balance del 

período no podía ser peor para el tándem militar-empresarial; al fracaso de su política se sumaba la 

acumulación de experiencia de lucha por parte de la clase obrera.  

En relación a la cuestión particular de la disciplina y el rendimiento laboral, durante el gobierno 

de Aramburu se hicieron algunos intentos por abordar la cuestión de la racionalización y la productivi-

dad; ya advertimos que esta preocupación había estado presente durante todo el período anterior.11 En 

el caso de la dictadura nacida en 1955 hablamos de una estrategia dual. Por un lado se usó la fuerza del 

Estado y la patronal para debilitar el movimiento obrero en general y a las comisiones internas en parti-

cular. Por otro lado, el gobierno se armó de los medios legales. La medida crucial en este sentido fue el 

decreto ley 2.739, de febrero 1956, sobre todo el artículo 8° el cual autorizaba la movilidad obrera que 

surgiese de la reorientaciones de la producción, la implementación de esquemas de incentivos, el dere-

cho de la patronal a firmar acuerdos individuales de productividad con sus obreros y, por último, la 

eliminación de condiciones, calificaciones y cláusulas que obraran en contra de la necesidad nacional de 

aumentar la productividad. Sin embargo hay que reconocer que los cambios efectivos que se produje-

ron en los lugares de trabajo fueron menores a lo que la patronal hubiese deseado.  

                                                 
11 Bitrán (1994). 
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Según Daniel James este fracaso se debió a la resistencia obrera y a la propia ambigüedad del go-

bierno. Según este autor el mismo decreto 2.739 era ambiguo. Se dependía mucho de la interpretación 

que los funcionarios del Tribunal Arbitral y del Ministerio de Trabajo diesen a esta ley y, además, limi-

taba ciertas aspiraciones patronales. Por ejemplo, el Tribunal Arbitral se había ajustado rígidamente al 

texto del decreto que decía que las condiciones generales de trabajo y la calificación de tareas conteni-

das en los convenios vigentes serían reproducidas integralmente. Eso implicaba que las cláusulas especí-

ficas y las calificaciones que obstaculizasen la productividad podían ser eliminadas, pero no se podían 

agregar cláusulas nuevas. Sin embargo las fuentes consultadas y las conclusiones que se desprenden de 

ellas relativizan estas últimas afirmaciones de James. 

 

El Laudo arbitral: descripción de la fuente central 

 

En este apartado realizaremos una descripción detallada del contenido formal de un expediente “tipo” 

correspondiente a un Laudo arbitral. Esto nos permitirá conocer el procedimiento que da origen a estos 

documentos y la información que contienen, ambos elementos fundamentales para poder apreciar sus 

aportes como fuente para la investigación histórica. En este sentido, las fuentes reflejan determinadas 

formas institucionales y procedimientos administrativos cuyo conocimiento debe ser parte no solo del 

proceso de investigación, sino también del relato, para que el lector pueda ser partícipe de nuestras 

prácticas.  

Pasando ahora al cometido de este apartado, los laudos arbitrales pueden diferenciarse entre 

aquellos llevados a cabo por el Tribunal Arbitral dependiente del Ministerio de Trabajo entre 1956 y 

1958, y aquellos en los que intervino un árbitro, entre los años 1958 y 1971. Nos concentraremos en los 

primeros por tratarse de los correspondientes al período abordado en este trabajo. Estos documentos 

guardan una importancia fundamental para el estudio del desenvolvimiento de los conflictos laborales 

en la medida en que permiten apreciar directamente a las partes durante el proceso de negociación, 

dando cuenta muchas veces de los términos en los cuales se desarrollaba la discusión, los ejes de la 

misma y abundante información cuantitativa ilustrativa de las condiciones preexistentes y pretendidas 

de trabajo en la rama ya que incluyen las actas de las reuniones y el convenio definitivo (muchas veces 

podemos encontrar también el anteproyecto presentado por el sindicato).  

El Tribunal Arbitral se creó mediante el decreto ley 2.739 de 1956. Esta ley surgió con el objetivo 

de prorrogar los convenios colectivos próximos a vencer, manteniendo algunas de sus cláusulas, pero 

convocando a la supresión y modificación de otras, con miras a producir cambios en el proceso de tra-

bajo que favorecieran el incremento de la productividad. El Poder Ejecutivo la sancionó aduciendo que 

eran  
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“las medidas pertinentes a fin de que las representaciones que tengan a su cargo la indispensable 
adecuación práctica de los convenios colectivos de trabajo a las normas de orden público que se esta-
blecen, sea en lo posible y a este solo efecto, la expresión de los grupos sociales a que pertenecen. […] 
Que esta intervención de las partes interesadas resulta tanto más imprescindible desde que la determi-
nación de salarios adecuados y de las posibilidades de incrementar la productividad deben llevarse a ca-
bo atendiendo las particularidades de cada actividad específica”.  

 
Esta situación se inscribía en un contexto de desarticulación y adaptación de los mecanismos re-

guladores de las relaciones capital-trabajo instituidos por el primer gobierno peronista, en aras de los 

nuevos objetivos de racionalización y disciplinamiento industrial del gobierno de la “Revolución Liber-

tadora”.  

De este modo, se establecía que para sustentar la modificación de los convenios colectivos de 

acuerdo a esas pautas, ambas partes debían revisar los convenios entonces vigentes. El artículo 11 de 

este decreto estableció que la revisión podía iniciarse desde el 1º de marzo hasta el 31 de diciembre de 

1956. Las partes contaban con un plazo de hasta 30 días desde la iniciación de la revisión de salarios y 

de las normas relativas a la productividad estipuladas en el artículo 8. Si en esta etapa de revisión no se 

arribaba “a un acuerdo en el término estipulado, los puntos en litigio deberán ser sometidos a un tribu-

nal arbitral dependiente del Ministerio de Trabajo y Previsión, el que deberá laudar en el término de 20 

días”. El artículo 12 establecía que “El tribunal arbitral que se crea, a los efectos de artículo anterior, 

estará integrado por 3 representantes del Ministerio de Trabajo y Previsión, 1 representante del Ministe-

rio de Comercio y 1 representante del Ministerio de Industria. El presidente será designado por el Mi-

nisterio de Trabajo y Previsión”. En el año 1958, mediante el decreto 2.052, se dio término a las fun-

ciones de este Tribunal. Por lo tanto, los laudos de este grupo son producto del fracaso en las negocia-

ciones de revisión de convenios bajo la dictadura militar. En este sentido, el procedimiento se compone 

de dos partes: el accionar de la Comisión de Revisión Laboral y el del Tribunal Arbitral. 

El inicio solía estar dado por una presentación por parte de un sindicato o asociación obrera, a 

veces adjuntando el convenio colectivo vigente, en donde se daba cuenta de la designación de represen-

tantes que actuarían en la revisión del convenio colectivo a través de la conformación de la Comisión 

de Revisión Laboral, en donde también había representantes de la parte patronal. Podía haber un peti-

torio presentado por la representación obrera en donde se diera cuenta de los puntos a revisar. El en-

cargado de la Dirección Nacional de Trabajo y Acción Social Directa pedía pase a la Dirección General 

de Asociaciones Profesionales para informar si la autoridad recurrente había cumplido con los requisi-

tos establecidos por el decreto 23.852 de 1945 y la ley 12.921, si la misma agrupaba a los trabajadores 

por los cuales peticionaba y en qué zona de actuación podía desarrollar sus actividades. La Dirección 

General de Asociaciones Profesionales del Ministerio de Trabajo y Previsión pasaba el informe al De-

partamento Registro y Protocolo, para que a su vez lo elevara a la Dirección Nacional de Trabajo y Ac-

ción Social Directa, la cual disponía constituir la Comisión de Revisión Laboral que tendría a su cargo la 
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revisión del convenio y debería ajustar su cometido a las normas establecidas por el decreto ley 2.739 de 

1956. 

A continuación encontramos las actas de las reuniones llevadas a cabo por ambas partes, donde 

consta el proceso de negociación de manera prácticamente idéntica a la consignada para los convenios 

regulares. Ahora bien, cuando la negociación no llegaba a un acuerdo, encontramos un informe del Pre-

sidente de la comisión al Jefe de Departamento en donde se informaba lo ocurrido. Por último, el sus-

cripto debía elevar el expediente al Tribunal Arbitral para su consideración. Las partes intervinientes 

debían presentar su postura ante la instancia mencionada, y podían adjuntar informes que apoyasen su 

argumentación. Dadas las características de aquello que se estaba negociando, podían aparecer informes 

acerca del costo de vida, de los salarios, balances empresariales, etc. Además, la Comisión Paritaria de-

bía informar al Jefe de Departamento la designación de dos personas para la integración de una Comi-

sión de Arbitraje que estudiaría el convenio colectivo. En algunos casos, el Ministerio de Trabajo y Pre-

visión (Dirección Nacional de Trabajo y Acción social Directa-Registro General y de Convenios Colec-

tivos y Laudos) podía presentar una nueva prórroga de la vigencia del convenio vigente y el reajuste de 

los salarios establecidos por el mismo. El Jefe de Departamento elevaba el expediente al Tribunal Arbi-

tral y el Ministerio designaba a representantes de ambas partes para actuar. El director nacional de Tra-

bajo y Acción Social Directa daba el paso al Tribunal de Arbitraje. Aparece luego el acta formal del Tri-

bunal de Arbitraje en donde se daba lugar, fecha y hora de la reunión, y se planteaban las cuestiones a 

tratar. Finalmente, el Tribunal Arbitral expresaba su decisión y desarrollaba la posición tomada frente al 

conflicto. Se podía dar el caso de que alguna de las partes presente ante el Tribunal un recurso de Acla-

ratoria o Reconsideración, ya que no concordaba con lo planteado por el tribunal, citando la legislación 

que supuestamente los amparaba. También podía suceder que alguna de las partes hiciera un pedido de 

sentencia aclaratoria para que el Tribunal aclarase algún punto que no se entendiera. Cuando se llegaba 

a un acuerdo sobre lo establecido por el Laudo, el secretario asesor del Tribunal pedía la notificación a 

las partes y el secretario general de la Dirección Nacional del Trabajo y Acción Social Directa pedía gi-

rar las actuaciones a Publicaciones para su inclusión en el Boletín del Ministerio de Trabajo y Previsión, 

y pedía depósito de las actuaciones en el Registro General de Convenios Colectivos y Laudos de acuer-

do a lo establecido en el artículo 5 del decreto reglamentario 6.582 de 1954 de la ley 14.250, artículo 4. 

 

La huelga metalúrgica de 1956 y las negociaciones colectivas 

 

El golpe de 1955 conformó una nueva coyuntura en la que la continuidad de la resistencia obrera no 

debe apartarnos de la apreciación de su carácter en las condiciones dadas por un régimen político y un 

modelo de acumulación determinados. En este sentido, la resistencia obrera bajo el gobierno peronista 
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tuvo un carácter ofensivo, ya que su referencia permanente se encontraba en los principios ideológicos 

y las formas institucionales constituyentes del Estado. La dictadura posterior obligó a la clase obrera a 

replegarse sobre una actitud defensiva, pero simultáneamente profundizó la convergencia de lucha polí-

tica y lucha económica en los conflictos laborales. Si la oposición a las propuestas empresariales antes 

de septiembre de 1955 significó un principio de impugnación a la política de conciliación justicialista, en 

la coyuntura de embestida orgánica del bloque de dominación de 1956, la continuidad de la resistencia 

representaba una impugnación estructural al régimen. El factor de continuidad entre ambos momentos 

es la persistente lucha de los trabajadores a nivel de la planta mediante organizaciones de base. 

En el segundo semestre de 1956 hubo diversas medidas de fuerza por reclamos salariales en los 

gremios textiles, telefónico, gráfico, ferroviario, carne, tabaco. Sin embargo la huelga más representativa 

del período fue la metalúrgica. Según Alejandro Schneider en ella convergieron puntos clave del perío-

do: la resistencia obrera a la ofensiva dictatorial y empresarial, la dirigencia formada durante el peronis-

mo y el surgimiento de un nuevo activismo. De estos puntos, nos centraremos fundamentalmente en el 

primero.  

En el marco de las previstas negociaciones paritarias,12 el 25 de enero de 1956 la Federación Ar-

gentina de Industrias Metalúrgicas había hecho llegar al ministro de Trabajo y Previsión Dr. Raúl Migo-

ne un memorando en el que exponían sus observaciones sobre las cláusulas del convenio colectivo me-

talúrgico que afectaban a la productividad y a la disciplina en los lugares de trabajo y que, de acuerdo 

con las normativas nuevas, debían ser eliminadas. Unos meses después, ante la inminencia del comien-

zo de las negociaciones, el 14 de junio la FAIM envió una nueva nota actualizando aquel documento. En 

el memorando los empresarios expusieron que estos puntos no eran innovaciones del momento sino 

aspiraciones de vieja data que nunca se habían podido concretar. Su objetivo era reconquistar un poder 

perdido:  

“La responsabilidad del operario en su trabajo, el respeto mutuo entre patronos y obreros, el or-
den y disciplina en los establecimientos, la productividad en común esfuerzo de ambas partes y la au-
sencia de privilegios unilaterales injustificados, constituyen en concisa síntesis el panorama real que de-
be reinar para que pueda concretarse la normalización industrial en el campo gremial.”13 

 
Para lograr esto propiciaban imponer medidas específicas. En primer lugar, reglamentar las con-

diciones de actuación en la fábrica de las comisiones internas y los cuerpos de delegados, “transfor-

mándolos de organismos de perturbación en verdaderos representantes obreros”. De esa manera el 

empleador volvería a contar con su “derecho incuestionable y exclusivo para disponer de su estableci-

miento”. En segundo lugar, otorgar garantías legales a los capataces, supervisores, encargados, inspec-

                                                 
12 Está reconstrucción se basa en las actas de la Comisión Paritaria Metalúrgica de 1956 disponibles en el Archivo 
General de la Nación, Archivo Intermedio AGN-DAI, Fondo: Ministerio de Trabajo, Serie Laudos arbitrales, Caja 
nro. 22.437, Expte. nro. 37.554/56 y complementos nro. 38838/57 y 52013/58.  
13 Ibíd., Foja 2. 
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tores y cualquier otro empleado de vigilancia y control para que pudieran ejercer sus funciones de di-

rección sin dependencia ni interferencia sindical. En tercer lugar, establecer normas tendientes a supri-

mir el ausentismo injustificado. Y por último, eliminar el artículo del convenio que protegía a los dele-

gados pues éstos se habían convertido en “un ente inmune a cualquier sanción”. Particularmente los 

artículos del convenio vigente que se buscaban modificar (en el caso del artículo 5º) o suprimir eran: 

“Art. 5º) Se considera comprendido en el presente convenio todo el personal cuya nómina se de-
talla en el artículo 6º y aquellos que por razón de sus funciones deben serlo pero que pueden haber sido 
omitidos por razones de denominación. No podrá haber distingo de ninguna clase con aquellos que 
ingresen en la empresa una vez que haya empezado a regir este convenio. Queda excluido como benefi-
ciario del presente convenio el siguiente personal: gerentes, subgerentes, adscriptos a la gerencia, jefes, 
segundos jefes, habilitados principales, apoderados con poder que comprometa a las firmas, secretarios 
de dirección y vicedirección, secretarios de gerencias y capataces generales.” 

 
Para la FAIM la nómina se debía ampliar incorporando el personal de supervisión, técnico y de vi-

gilancia. Entre los nuevos excluidos debían estar capataces, inspectores, supervisores, cronometristas, 

toma tiempos, encargados de producción, entre otros. 

“Art. 10º) En todos los casos el personal de Jefes, Segundos Jefes y Capataces Generales deberá 
percibir una remuneración superior en un 10% a la fijada para la primera categoría del grupo a que co-
rresponda” 

“Art. 35º) Los empleadores concederán permiso con goce de sueldo a los miembros de las comi-
siones internas que deban realizar gestiones gremiales exclusivamente en el Ministerio de Trabajo y 
Previsión, debidamente justificadas y previa solicitud del permiso por escrito”. 

“Art. 36º) Los empleadores reconocerán a los representantes designados por los trabajadores y 
cuya designación haya sido comunicada por la UOM en los términos del decreto 23852/45 (ley 12921). 
No podrán aplicarse sanciones a los delegados así designados sin causa debidamente justificada y sin 
previa comunicación a la organización sindical para la realización de una instancia previa de concilia-
ción. Igualmente deberán comunicarse previamente a la representación sindical los cambios de horarios 
de trabajo y traslados que dispongan los empleadores.” 

“Art. 44º) Para llenar las vacantes que se produzcan dentro de cada establecimiento se tendrá en 
cuenta al personal del mismo y serán cubiertas con preferencia con el obrero o empleado de mayor ca-
pacidad y antigüedad de la categoría inmediata inferior. Las vacantes que a criterio de la empresa se 
consideren disponibles serán anunciadas al personal” 

“Art. 51º) En los casos que sea necesario realizar tareas en horas extras o suplementarias a los 
efectos de la correspondiente autorización, deberá requerirse la previa conformidad de la organización 
obrera.”14 

 
El sector industrial había pues expuesto ya sus deseos ante el gobierno cuando el 17 de julio de 

1956 la Dirección Nacional de Trabajo y Acción Social Directa dispuso la constitución de la Comisión 

de Revisión Laboral que tendría a su cargo el convenio entre la UOM y la FAIM. El sindicato metalúrgico, 

aún intervenido, dos días después presentó sus intenciones en un anteproyecto de convenio con más de 

cien artículos. De los artículos arriba mencionados se mantenían todos sin modificaciones. El único 

cambio en estos fue el porcentaje estipulado en el artículo 10º el cual pasaba de 10% a 20%. En relación 

                                                 
14 Ibíd., Fojas 2-3. 
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a los salarios los incrementos solicitados eran cercanos el 90%. Según la FAIM, se propiciaban modifica-

ciones sustanciales en casi todas las condiciones generales, ampliando beneficios sociales y trabando la 

labor productiva. Se proponía una nueva clasificación y se pedía aumento para los jefes y capataces. El 

anteproyecto presentado por la UOM estaba lejos de los objetivos patronales. En la Comisión represen-

taban a los trabajadores metalúrgicos el interventor Gral. Bartolomé Gallo, Jorge Salgado, Juan Miguel 

Barloa, Mario Trenti, Juan Consolo, Romeo Díaz, Carlos Baner, Carlos Pacheco, Martín Zerbola y Juan 

Miranda. 

En respuesta a esta presentación, una semana después, el 26 de julio la FAIM envió una nota a la 

Comisión Paritaria en donde se negaban a considerar el proyecto y se enfatizaba en la necesidad de dis-

cutir en los marcos fijados por la “Revolución Libertadora”, específicamente en el artículo 8 del decreto 

2739 de 1956. Unos días antes, el 19 de julio, el director nacional de Trabajo y Acción Social Directa 

Capitán de Corbeta Luis Cabut había afirmado en una locución radial que  

“Lo actuado por las paritarias deja entrever que el decreto 2739/56 no ha sido comprendido ple-
namente. Pese a que el mismo determina en forma clara y precisa cuáles deben ser las materias de dis-
cusión, los petitorios presentados se apartan en muchos casos de las normas establecidas en los artícu-
los 8º y 11º del mencionado decreto. La lectura de los mismos permite apreciar una tendencia a solicitar 
cosas que el sentido común debe rechazar, pues, prácticamente, son imposibles de obtener.”15 

 
Para este funcionario sólo se debía discutir salarios y lo relativo a productividad. Según Daniel 

James esta resolución buscaba frenar cierto entusiasmo empresario por transformar los convenios. Sin 

embargo, las fuentes consultadas muestran que su objetivo era el opuesto. 

La FAIM planteaba lo mismo que Cabut en el marco de las Comisión pero, según publicó el diario 

La Época en una nota presentada al contraalmirante Isaac Rojas, la cámara metalúrgica había expresado 

que no era posible pedirles a los industriales que asumieran el compromiso de mayores retribuciones; 

que no podían hacer concesiones económicas de ningún tipo.  

Por su parte, a fines de julio, en una nueva nota la representación obrera rechazó los planteos de 

la FAIM los cuales consideraba que licuaban la importancia de la Comisión. Los representantes de la 

UOM se encontraban en una disyuntiva crítica debido a su doble legitimidad. Por un lado, debían res-

ponder a los designios del nuevo gobierno que había hecho posible su ascenso y por ende evitar cual-

quier conflicto laboral. El intento del binomio estatal-empresarial de traducir el cambio en la relación de 

fuerzas a nivel de la política nacional en un cambio de la relación de fuerzas en el nivel de la fábrica su-

fría la imposibilidad de consolidar el control de las asociaciones intermedias en función del programa de 

máxima. Por el otro, ya pensando más en lo sindical, no podían transigir en todo con la patronal pues 

eso evitaría que lograran un real afianzamiento al interior del gremio. Esta disyuntiva se observa clara-

mente si consideramos el anteproyecto presentado, el cual desoía las recomendaciones patronales y gu-

                                                 
15 Ibíd., Foja 10. 
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bernamentales, y lo comparamos con la afirmación de su sano y patriótico propósito de colaborar con 

los “altos fines que animan al Gobierno en su afán de obtener la recuperación económica del país”.16 La 

representación metalúrgica afirmaba obedecer un mandato imperativo de la Convención Nacional del 

Gremio Metalúrgico, un mandato que surgía de los términos claros y categóricos de la “Declaración de 

Principios” aprobada y sancionada por ella. Algunos de los puntos de la Declaración muestran la situa-

ción incómoda en la que se encontraban los sindicalistas “democráticos”: 

“1º - Las nuevas concepciones entre capital y trabajo deben tender a armonizar inquietudes, nece-
sidades y disposiciones de cuyo entendimiento surja como eminente resultado, un equilibrio social en el 
que no se vea postergado ninguna de las aspiraciones del trabajadores dentro del enfoque humano. […] 

3º - En el campo de la legislación, el lastre de viejas concepciones anacrónicas, plenas todavía de 
un criterio harto estrecho en el que el trabajador era utilizado por intereses creados, debe ser suplantado 
por un sentido humano que haga del trabajo, fuente de toda riqueza, un campo de justicia equitativa, 
desplazando los abusos por un clima armónico, único, capaz de consolidar la grandeza de la Patria, y 
una tranquilidad social, en que la familia, razón de ser todo el país, goce de una mejor convivencia eco-
nómica y de vínculos. 

4º - El viejo sindicalismo de lucha de clases, inoperante por las continuas fricciones, resquemores 
y odios que genera, debe ser superado por la concepción de un sindicalismo que propenda a un mayor 
entendimiento, sobre una realidad fecunda que nos de las bases de una institución hacia la cual debe-
mos marchar todos los trabajadores convencidos del ideal supremo de una superación constante. Sus-
tentamos como piedra angular en nuestros principios que todo derecho trae inherente una obligación y 
que tal principio no ha de ser unilateral; para ello el sindicalismo debe ser una concepción más racional 
y técnica, acorde con nuestras necesidades, nuestra idiosincrasia y nuestra economía.”17 

 
Mandatados por la Convención Nacional, la representación obrera se oponía claramente a discu-

tir únicamente salarios y productividad. Basándose en los propios decretos de la dictadura, considera-

ban que su anteproyecto era válido y que era equivocada la postura patronal, a su vez le solicitaba al go-

bierno que intercediera para así discutir libremente el convenio:  

“Las normas del Decreto 2.739/56 están destinadas a la recuperación nacional del país, y ésta só-
lo se logrará con el libre juego de intereses de trabajadores y empresarios. […] Decidir lo contrario sería 
ir contra la Ley, traicionar los principios democráticos de la Revolución Libertadora, y sería finalmente, 
volver estériles todos los esfuerzos hechos hasta hoy por el Gobierno, para lograr la paz en las relacio-
nes de obreros y patrones.”18 

 
Los líderes de la UOM intervenida le solicitaban al gobierno apoyo pues sin él el dominio del sin-

dicato sería efímero. La discusión giraba en torno a la interpretación de las leyes de la dictadura y la in-

terpretación debía venir del propio gobierno ante las presiones cruzadas. Finalmente, éste resolvió apo-

yar la postura patronal de discutir únicamente salarios y productividad ante lo cual el 6 de agosto la re-

presentación obrera presentó una apelación. En el acta de la reunión paritaria se lee que estos últimos 

dejaron expresa constancia de su plena colaboración con el gobierno y que su posición era producto de 

la intransigencia obstructiva de la parte patronal. Luego de un intento de acuerdo trunco, el 23 de agos-
                                                 
16 Ibíd., Foja 15. 
17 Ibíd., Fojas 18-19. 
18 Ibíd., Fojas 28-29. 
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to en otra reunión paritaria recalcaron que la postura patronal de no querer analizar condiciones de tra-

bajo estaba provocando la inquietud en el gremio, una situación que no llegaba a una mayor gravedad 

gracias a la postura “patriótica” adoptada por la UOM intervenida ya que por las radios principales habí-

an propalado el lunes 20 comunicados desautorizando los paros que de forma espontánea se estaban 

por producir. 

En la reunión del 3 de septiembre la representación patronal comenzó su intervención llamando 

la atención sobre la huelga parcial anunciada para el día siguiente. Además afirmaron que todos los me-

dios de difusión indicaban que el paro había sido dispuesto por la Comisión Paritaria. Ese no sería el 

único. Schneider afirma que las negociaciones fueron acompañadas con una serie de paros parciales a 

partir de este momento. Las negociaciones estaban completamente trabadas cuando el 25 de septiem-

bre la FAIM le presentó una nota al Presidente de la Comisión Paritaria Metalúrgica en la cual se consi-

deraba necesario que el Ministerio se pronunciara. Según los industriales el hecho de que por más de 

dos meses la comisión no pudiera destrabarse se debía a que la parte obrera había presentado “un des-

mesurado petitorio solicitando reclasificaciones del personal, modificación substancial en las condicio-

nes de trabajo, aumentos importantes en los beneficios sociales y salarios”.19 Sin embargo, el primer 

actor en ceder fueron ellos. Al no poder destrabar el acuerdo, la FAIM hizo una propuesta nueva el 17 

de octubre para así intentar resolver la cuestión. Esta consistía en apartar de la discusión los problemas 

que hacían a la productividad y al mejor funcionamiento de los establecimientos industriales. Es decir, 

que se aceptase la prórroga de todas las cláusulas del convenio vigente con excepción de las escalas sala-

riales. Esta propuesta se refería únicamente al personal no excluido del convenio en virtud de las dispo-

siciones dictadas por el gobierno en cuanto a funcionarios jerarquizados y supervisores. 

Esta propuesta patronal muestra un punto clave de la discusión. A simple vista las posturas eran, 

por un lado los industriales y su deseo de discutir salarios y productividad y, por el otro, los obreros y 

su intención de discutir el proyecto entero. Sin embargo, el hecho de que la FAIM propusiera no discutir 

productividad muestra que la UOM, aunque tácitamente, no quería ceder ninguno de los puntos que so-

licitaban los industriales en este tema. Por eso en su anteproyecto estaban los artículos que la FAIM que-

ría quitar.  

Pese a la nueva propuesta, la representación obrera no se mostró conciliadora. La UOM a comien-

zos de noviembre informó que el Plenario Nacional de Delegados había resuelto rechazar la propuesta 

patronal e intimar a la discusión integra del anteproyecto dando plazo a la patronal hasta el 6 de no-

viembre. El 8 de noviembre la Comisión Paritaria Nacional de la UOM le informó al nuevo ministro de 

Trabajo y Previsión, Dr. Horacio Aguirre Legarreta, que el Plenario Nacional había decidido decretar 

un paro de 24 horas en señal de protesta y repudio al decreto 2.739 y a la intransigencia patronal respec-

                                                 
19 Ibíd., Fojas 43-44. 
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tivamente. El paro se iba a realizar el 12 de noviembre. El 13 de noviembre ambas partes comparecie-

ron en el Ministerio de Trabajo. Allí la patronal ofreció un incremento salarial del 20%. La respuesta 

obrera fue retirarse de las deliberaciones. Un día después la DNT resolvió dar por terminadas las delibe-

raciones de la Comisión Paritaria y elevar las actuaciones al Tribunal Arbitral. 

La huelga general duró más de cincuenta días entre noviembre y diciembre.20 A lo largo de este 

tiempo se fue centrando cada vez más en torno a la liberación de los trabajadores detenidos y la rein-

corporación de millares de despedidos. La medida de fuerza fue declarada ilegal por el interventor de la 

CGT. El Ministerio fue de la misma opinión y mediante una resolución del 16 de noviembre declaró ile-

gal el paro, considerando que habiéndose adoptado por las partes en las deliberaciones de la Comisión 

Paritaria posiciones definitivas y que imposibilitaban todo acuerdo se había decidido el pase de las ac-

tuaciones al Tribunal Arbitral. Esta situación hacía que las medidas de fuerza resultaran inconducentes e 

inapropiadas pues las mismas solo podían interpretarse como un verdadero alzamiento contra las insti-

tuciones del Estado. Además, en el presente caso la huelga se agravaba en la medida en que aparecía 

dispuesta por un congreso de delegados convocado para que cumpliera previos y determinados objeti-

vos pero que excediendo los límites de sus facultades había pretendido arrogarse la representación del 

gremio pasando por sobre las legitimas autoridades actuales.  

La huelga no tuvo una dirección homogénea y centralizada pero sí un alto despliegue. Los dele-

gados que lideraron el conflicto respondían a distintas orientaciones gremiales: hombres vinculados a 

Abdala Baluch, miembros cercanos a Augusto Vandor, sectores pertenecientes a los libres que encabe-

zaron la Comisión Paritaria, militantes comunistas y trotskistas. Según Daniel James los comités de mili-

tantes de base que la dirigían constituyeron una formidable estructura organizativa. Durante el desarro-

llo de la lucha algunas seccionales como Avellaneda, Capital Federal, La Matanza, Vicente López, mani-

festaron una notable actividad y una fluida comunicación con cuerpos de delegados y obreros de dife-

rentes empresas ajenas al gremio. La represión fue sostenida y profunda. James describe cómo el go-

bierno distribuyó volantes a lo largo de la huelga donde se exhortaba a los comerciantes de Avellaneda 

y Lanús a no abrirles crédito a los huelguistas. Tanques y tropas patrullaron las calles y la mayor parte 

de las plantas fueron ocupadas por el ejército.21 

Finalmente cuando el 8 de diciembre el Tribunal Arbitral laudó, sólo lo hizo en relación a los sa-

larios.22 Los mismos se incrementaban en un 38%, muy lejos de lo solicitado en el anteproyecto. Dentro 

de los salarios modificados se encontraban los de empleados, capataces y supervisores. Mientras que la 

UOM pidió sólo algunas aclaraciones menores al Tribunal, la FAIM en una nota presentada tres días des-

pués afirmó que el laudo determinaba aumentos salariales que no podían ser absorbidos por las empre-

                                                 
20 Schneider (2005), p. 93-96. 
21 Schneider (2005) y James (1990), pp. 101-103. 
22 Ibíd., Fojas 62-74. 
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sas y necesariamente deberían ser trasladados a los precios. En relación al convenio y las cláusulas que 

atentaban contra la productividad, todo continuaría igual, el convenio firmado durante el peronismo 

mantenía su vigencia. 

 

Cuadro 2: Salario por hora (en pesos) 
 

 Anteriores Propiciados por UOM Acordados 

Peón 4,75 9,00 6,55 
Operario 4,90 9,28 6,76 

Medio Oficial 5,15 9,85 7,10 
Operario Especializado 5,30 10,04 7,30 

Oficial 6,00 11,37 8,30 
Fuente: Elaboración propia en base al Laudo Arbitral. 

 

Sin embargo, los metalúrgicos se negaron a aceptar la conciliación, no tanto por el monto de in-

cremento sino por los cesanteados. Ante esto el Poder Ejecutivo optó por dividir el conflicto firmando 

pactos con seccionales del interior del país mientras concentraba la represión en el Gran Buenos Aires. 

Ante el grado tal de represión el 26 de diciembre de 1956 el Plenario Nacional Metalúrgico votó finali-

zar el cese de actividades. A pesar de tratarse de una coyuntura diferente a la de 1954, los resultados 

tienen una llamativa semejanza. La alianza del empresariado con el estado instrumental de los militares 

setembrinos en una ofensiva en favor del incremento de la productividad y del disciplinamiento obrero 

no fue suficiente para introducir las deseadas modificaciones. Es de destacar que en esta ocasión la clase 

obrera consiguió postergar el proyecto integral de la patronal sobreponiéndose a condiciones de acción 

sumamente desfavorables dadas por el cambio en la relación de fuerzas a nivel de la política nacional. 

El triunfo cosechado por las clases dominantes en la arena político-institucional no pudo ser refrenda-

do en el nivel molecular del proceso social de producción.  

 

Conclusiones 

 

Llegados a este punto de nuestro análisis, podríamos afirmar que la tradicional visión del golpe de Es-

tado de 1955 como una divisoria de aguas en la historia del movimiento obrero argentino amerita un 

principio de revisión en busca de matices que impidan que la experiencia de la clase obrera sea diluida 

en el conflicto político de superficie. Con esto no pretendemos ni mucho menos relativizar la profunda 

conexión que el peronismo mantuvo con los trabajadores desde 1945 y la obsesión que el antiperonis-

mo de las clases dominantes mostró por la identificación de ambos en la represión. Solo apuntamos a 

evitar que la contradicción básica entre las clases sea completamente subordinada al antagonismo políti-

co-ideológico. La confrontación entre el empresariado y la clase obrera interactuó permanentemente 
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con la antinomia peronismo/antiperonismo, pero no se redujo ni se supeditó a ella. Quizás un balance 

final de las continuidades y rupturas perceptibles en la comparación de los conflictos abordados en este 

trabajo pueda esclarecer nuestras intenciones.  

La huelga metalúrgica de 1954 se realizó en demanda de aumentos salariales y en defensa de las 

condiciones de trabajo vigentes frente al proyecto empresarial de racionalización avalado institucional-

mente por el gobierno peronista. El proyecto en cuestión abordaba el proceso de trabajo como proceso 

social de producción antes que como proceso técnico de maximización de las ganancias, y esto implica-

ba la búsqueda de un triunfo político mediante el disciplinamiento a nivel de la fábrica como condición 

previa para la implementación de una estrategia económica que reactivara el proceso de acumulación. 

En esta situación, el carácter de la huelga fue tanto económico como político ya que la imposición de 

las reivindicaciones de naturaleza económica necesariamente ponía en jaque la política de conciliación 

del gobierno y la voluntad de poder del empresariado. El resultado de la huelga no fue negativo para los 

trabajadores. Aunque el aumento conseguido alcanzó sólo el 50% de lo solicitado debemos considerar 

que se impidió que la patronal impusiera en el convenio cláusulas que posibilitaran el incremento de la 

productividad en los lugares de trabajo. La presión de las bases obreras organizadas en comisiones in-

ternas y cuerpos de delegados fue la que motorizó la lucha, consiguiendo que la ofensiva patronal por el 

disciplinamiento y la imposición de una relación productividad-salario rígida comenzara a virar hacia la 

concertación con el gobierno, supliendo la postergación de su programa de máxima con compensacio-

nes económica. 

La dictadura instalada por el golpe de Estado de 1955 conformó una nueva coyuntura en la que la 

clase obrera se vio obligada a replegarse sobre una actitud defensiva, a diferencia del carácter ofensivo 

que demostró su accionar en el período anterior. Si bien hemos interpretado la resistencia obrera en 

ambos conflictos como una convergencia de lucha política y lucha económica, esto no se manifestó de 

la misma manera en cada oportunidad. La oposición a las propuestas empresariales antes de septiembre 

de 1955 significó un principio de impugnación a la política de conciliación justicialista que encontraba 

paradójicamente su legitimidad en la interpretación que los trabajadores hacían de los principios ideoló-

gicos y las formas institucionales constituyentes del Estado. En la coyuntura de embestida orgánica del 

bloque de dominación de 1956, la continuidad de la resistencia representaba una impugnación estructu-

ral a un régimen que buscaba imprimir en su construcción institucional el signo de la revancha de clase. 

Es de destacar que en esta ocasión la clase obrera consiguió postergar el proyecto integral de la patronal 

sobreponiéndose a condiciones de acción sumamente desfavorables dadas por el cambio en la relación 

de fuerzas a nivel de la política nacional.  

Por otro lado, es interesante poner énfasis en que en ambas ocasiones los dirigentes sindicales 

debieron afrontar una disyuntiva crítica debido a su doble legitimidad. Por un lado, debían responder a 
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los designios del gobierno que había hecho posible su ascenso y por ende contener (e incluso evitar) 

cualquier conflicto laboral. Por el otro, no podían transigir en todo con la patronal pues eso podía so-

cavar considerablemente su legitimidad. En el caso de los dirigentes sindicales “democráticos” de la 

UOM durante la huelga de 1956, el problema era aún más dramático ya que su entronización en las altas 

esferas de la conducción se había producido en las condiciones de represión y restricción desarrolladas 

por la dictadura, lo que imponía un déficit de legitimidad de origen. Una actitud de colaboración sin 

atenuantes con la política de la patronal podía evitar que lograran un real afianzamiento al interior del 

gremio. El problema no era tanto la pérdida de prestigio ante las bases (cuestión de mayor importancia 

en el caso de los dirigentes obreros durante la huelga de 1954) como la posibilidad de hacer pie en una 

estructura irregularizada. De esta forma, el intento empresarial de avanzar en un cambio de la relación 

de fuerzas en el nivel de la fábrica, aún contando con el respaldo más o menos intensivo del Estado, 

sufrió un déficit permanente de colaboración de las cúpulas sindicales. Ese intento se vio, finalmente, 

frustrado en ambas ocasiones. En 1954 los industriales metalúrgicos no pudieron imponer los puntos 

centrales de sus reivindicaciones productivistas. Desembarazados de la situación peronista, dos años 

después, intentaron nuevamente. Si nos basamos en el laudo ministerial de mediados de diciembre lo 

que podemos concluir es que, al igual que en 1954, ninguna de sus deseos fueron cumplidos por un go-

bierno que consideraban, ahora sí, propio. La fuerte resistencia obrera explica estos resultados semejan-

tes. 

El factor de continuidad entre ambos momentos es la persistente lucha de los trabajadores a nivel 

de la planta mediante organizaciones de base. Este movimiento de base es el que nos lleva a preguntar-

nos si no sería necesario reparar un poco más en la experiencia de lucha obrera como un proceso de 

conformación de la conciencia y las prácticas más autónomo con respecto al conflicto político-

ideológico de la sociedad. Sin cuestionar el punto de inflexión que el golpe de Estado de 1955 y el pro-

ceso que le siguió significó para una clase obrera mayoritariamente peronista, la comprobación de la 

preexistencia y la permanencia de una notable combatividad a nivel de las bases cuyo eje articulador era 

la cuestión del control dentro de la fábrica y cuya manifestación concreta era la lucha contra la raciona-

lización empresarial, nos obliga a interrogarnos sobre la relación entre las condiciones técnicas de ex-

plotación, la autoridad y el proceso de formación de la conciencia aliviando la carga que representa so-

bre ésta última la “condición peronista”.  
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